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FRANQUISMO Y REPRESIÓN ECONÓMICA. BALANCE HISTORIOGRÁFICO 
Y PROPUESTAS DE INVESTIGACIÓN

Julio Prada Rodríguez
Universidad de Vigo

El pariente pobre de los estudios sobre la represión 
franquista

Los numerosos trabajos sobre la represión 
franquista que han visto la luz durante los últi-
mos veinticinco años han permitido reconstruir 
con gran precisión la lógica de la violencia que 
asoló España desde el mismo instante en que se 
produce el golpe de julio de 1936. De una pri-
mera fase en la que las diferentes monografías 
de ámbito local y provincial tenían como princi-
pal objetivo fijar el nombre y el número de las 
víctimas y situarlas en un contexto lo más apro-
ximado posible, se pasó a otra más preocupada 
por desvelar en el modo en cómo se ejerció esa 
violencia y qué papel ocupó en la instauración 
y en la consolidación de la dictadura, a la vez 
que veían la luz las primeras síntesis de alcance 
estatal en las que se manejaban guarismos bas-
tante aproximados y se destacaba, con mayor o 
menor profundización, el carácter multidimen-
sional de la represión. Finalmente, una nueva ge-
neración de historiadores ha puesto el acento 
en una serie de aspectos que, aunque no por 
completo ausentes en trabajos precedentes, no 
ocupaban un lugar central en los relatos ante-
riores. De este modo, no solo se ha llegado a 
refutar la conveniencia de seguir utilizando el 
término de represión, sino que se cuestiona el 
relato mismo heredado de la transición, propo-
niendo nuevas preguntas y enfoques que permi-

tan repensar lo que hasta hace muy poco era el 
discurso hegemónico sobre una y otro.

No ha ocurrido lo mismo con otras facetas 
del entramado punitivo articulado por los rebel-
des, en particular con las exacciones de carácter 
económico creadas para sostener el esfuerzo 
bélico pero en las que, de forma más o menos 
explícita, también estaba presente una nítida fi-
nalidad política que transcendía los meros inte-
reses crematísticos. Varias son las razones que, a 
mi juicio, han contribuido a este menor interés 
historiográfico. 

En primer término, resulta incuestionable 
que la represión económica no tuvo un drama-
tismo comparable a lo que fue la represión física 
con resultado de muerte o a lo que supuso para 
víctimas directas y familiares el internamiento 
de miles de personas en los más variados cen-
tros de reclusión. Por ello, no puede sorprender 
que hasta fechas muy recientes casi todos los 
esfuerzos de los investigadores se concentrasen 
en sacar a la luz los nombres de asesinados y 
presos y a intentar comprender y contextuali-
zar las dinámicas que explicaban semejante bar-
barie. Las requisas, las multas, las contribuciones 
forzosas, las incautaciones regladas y no regla-
das, en medio de tanta efusión de sangre, se nos 
antojaban como una especie de castigo menor. 
Su naturaleza «burocrática» y «formalista» no 
podía despertar la misma fascinación para los 
especialistas que el análisis de los procedimien-
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tos sumariales incoados por las jurisdicciones 
de Guerra y Marina y tampoco las sanciones 
que preveían las diferentes normativas resistían 
comparación con la dureza con la que se aplica-
ron los tribunales castrenses.

En segundo lugar, profundizar en algunas de 
estas modalidades represivas no estaba exento 
de riesgos e incomodidades. Es bien conoci-
do que los historiadores españoles no hemos 
acreditado, hasta hace bien poco, una especial 
propensión a seguir la pista de los verdugos, 
prefiriendo centrarnos en las víctimas o, incluso, 
en quienes no eran susceptibles de encajar en 
ninguna de estas dos categorías, por fluctuar di-
námicamente entre alguna de las muchas tonali-
dades del gris que prevalecieron desde el punto 
de vista de las actitudes sociales a lo largo de 
los años de miedo y hambre. Sabemos muy bien 
el papel que jugaron en ello, primero, la pro-
paganda franquista y, más tarde, el modelo de 
transición a la democracia y la propia forma en 
la que se fue articulando el discurso de la opo-
sición al franquismo desde los años cincuenta. 
Pero lo cierto es que aquellos no fueron en 
absoluto desconocidos para sus víctimas. Algu-
nos lograron permanecer en el anonimato, pero 
muchos de los nombres de quienes ordenaban 
las ejecuciones, participaban en la delación de 
sus semejantes o se prestaban a servir de tes-
tigos de cargo en cualquiera de los procesos 
abiertos contra los tildados de «izquierdistas» 
eran conocidos de forma pública en ciudades, 
villas y aldeas. 

Verdugos y confidentes, tomasen parte en 
el proceso inquisitorial por convicción íntima, 
deseos de venganza o simple ministerio de la 
ley, resultan, sin discusión, más incómodos de 
abordar que sus víctimas. Pero cuando este pa-
pel cobra carta de naturaleza en el marco de un 
expediente cuyo objetivo principal era privar de 
parte de sus bienes o de su forma de vida a un 
semejante, la sensación de embarazo y turba-
ción resulta aún mayor. Sobre todo porque, a 
poco que se bucee en ellos, aumenta la posibi-
lidad de descubrir que el origen de pequeños 

patrimonios de todos conocidos en las peque-
ñas poblaciones, la mejora en las condiciones de 
vida de determinadas personas o la designación 
para un puesto de trabajo pudieron tener su 
origen en acusaciones más o menos verosímiles, 
o en la mera personación en una subasta en la 
que se vendían al mejor postor los bienes in-
cautados a un vecino. Rastrear a quienes fueron 
designados depositarios o administradores de 
los bienes embargados y certificar la deslealtad 
con la que operaron algunos, o que otros me-
recieron tal encargo, únicamente por acreditar 
una trayectoria impoluta acorde con las «nuevas 
circunstancias», sin importar que tuviesen inte-
reses contrapuestos a los de las víctimas, podía 
poner en evidencia la «honorabilidad» de algu-
nos apellidos cuya historia suele ir unida a la de 
cualquier localidad española.

No mucho más tranquilizadora resultaba la 
dimensión pública de las incautaciones. Aunque 
el marco jurídico-político actual en España nada 
tiene que ver con el vigente en la época fran-
quista, el tránsito de una a otra etapa histórica 
se ha producido «de la ley a la ley», como no han 
dejado de recordarnos los que fueron actores 
principales del cambio. Precisamente por eso, la 
continuidad de las obligaciones del Estado y su 
responsabilidad por actos ilegítimos de sus go-
bernantes, unida al deber de resarcir a quienes 
se vieron perjudicados por ellos, resultaba más 
evidente y por ello podría haber situado a aque-
llos ante una inquietante perspectiva de haberse 
puesto sobre la mesa la devolución de los bie-
nes y el numerario incautados que no llegaron 
a ser reintegrados a sus propietarios. Ni una ni 
otra perspectiva, la de los actores individuales y 
la de los poderes públicos, coadyuvaban al desa-
rrollo de tales estudios.

Las peripecias sufridas por la documentación 
en numerosas provincias también impelían más 
al desánimo que a la investigación y al escrutinio 
de los variados fondos que contienen informa-
ción sobre la represión económica. Lo mucho 
que se ha avanzado en la gestión de los archivos 
militares ha permitido la realización de excelen-
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tes trabajos que han ido poco a poco rellenando 
muchos de los vacíos que reflejaban los mapas 
que cartografiaban el estado de nuestras pes-
quisas sobre ejecuciones y condenas de cárcel. 
La situación es bien diferente, salvo contadas 
excepciones, en lo que se refiere a los sumarios 
de responsabilidades civiles y políticas y, ya no 
digamos, a los registros de otras modalidades 
de represión económica, muchas veces incom-
pletos, otras inexistentes y las más dispersos en 
numerosos archivos. 

Finalmente, las propias dificultades que ha en-
contrado la historiografía para bucear con rigor 
en el totum revolutum de las diferentes exaccio-
nes económicas que se llevaron a cabo en la 
España rebelde a raíz de la transformación del 
golpe de Estado en guerra civil. Algunas, como 
las multas, las expropiaciones o las incautacio-
nes y confiscaciones, debidas a la comisión de 
delitos o faltas, eran propias tanto de situacio-
nes de paz como de guerra. Otras, como las re-
quisas, las suscripciones patrióticas, las donacio-
nes de particulares y entidades o los impuestos 
y contribuciones especiales de guerra suelen ir 
vinculados a la necesidad de financiar los costes 
de esta última, del mismo modo que pillajes y 
rapiñas no resulta infrecuente que acompañen 
a las tropas que toman una población. Otras, en 
fin, sin menospreciar sus objetivos recaudato-
rios, fueron resignificadas por los golpistas con 
una finalidad nítidamente política, como ocurrió 
con las responsabilidades civiles, basadas en el 
principio general de que el responsable de la 
comisión de un delito debe reparar los daños y 
perjuicios causados por el mismo, o con la nor-
mativa de responsabilidades políticas que la sus-
tituyó. No resulta extraño, por tanto, que estas y 
otras figuras, a pesar de su aparente diafanidad, 
aparezcan en ocasiones entremezcladas, unas 
veces como consecuencia de la propia confu-
sión existente en la documentación, o de sus 
carencias, y otras de la ausencia de herramien-
tas metodológicas específicas para analizar las 
particularidades de algunas de ellas.

Pensemos, por ejemplo, en lo que ocurre 

en Andalucía y Extremadura con las columnas 
que toman militarmente una población que 
había permanecido leal a la República. J. Feria 
y J. M. Vázquez Lazo denominan «confiscacio-
nes espontáneas» a la «incautación» de toda 
una serie de bienes necesarios para la marcha 
del Ejército que coexistirían con la acción de 
«desaprensivos que, amparándose en el descon-
trol del momento, se dedicaban al saqueo de 
las propiedades de los represaliados». Existiría, 
por consiguiente, una «represión económica 
incontrolada» en la medida en que muchas de 
estas «confiscaciones» se habrían realizado sin 
conocimiento de las autoridades competentes 
y «muchas expropiaciones» escaparían del con-
trol de la superioridad y responderían «en mu-
chas ocasiones a odios y rencillas personales». 
Por fin, los poderes locales no habrían declara-
do a sus superiores «la cantidad real de bienes 
que habían incautado», no reconduciéndose la 
situación hasta septiembre de 1936 en que las 
«confiscaciones espontáneas» cedieron el paso 
a las administrativas.2 El propio Queipo de Lla-
no, en su deseo de consolidar una estructura de 
poder autónoma frente a la Junta de Defensa 
Nacional, habría llegado a legislar por su cuenta 
en materia de incautación de bienes.3

No resulta fácil, en efecto, deslindar entre to-
das estas figuras. En primer lugar, porque no re-
sulta extraño que la documentación se refiera a 
realidades diversas empleando indistintamente 
unos y otros términos. A ello no fue ajena la fa-
rragosa legislación existente en aquel entonces, 
que, sin duda, favorecía la confusión.4 Pero tam-
bién, con relativa frecuencia, las autoridades uti-
lizaron un título y unos preceptos que no eran 
los más adecuados para cada caso concreto, 
más preocupadas por atender las «perentorias 
necesidades» del momento que por ajustarse a 
formulismos jurídicos.

Es lo que sucede, por ejemplo, con esas 
«confiscaciones espontáneas» llevadas a cabo 
por el Ejército, que en realidad derivan del ejer-
cicio del «derecho de requisición», una forma 
de ocupación temporal que desde la Ley de 10 
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de enero de 1879 y el reglamento que la de-
sarrollaba aparece configurada como una ser-
vidumbre pública, calificación que mantendrían 
los Reglamentos de aplicación de la misma a los 
ramos de Guerra y Marina en tiempo de paz.5 
La normativa posterior que lo regulaba, tanto 
para tiempo de guerra como de paz, configu-
ra la requisa como una figura compleja que se 
distinguiría de otros tipos expropiatorios tanto 
por su causa legitimadora como por el procedi-
miento sumario y expeditivo de adquisición de 
la posesión de los bienes sometidos a la misma.6 
En pura teoría, toda prestación daba derecho a 
indemnización del servicio prestado o del va-
lor objetivo de lo requisado, salvo en los casos 
explícitamente determinados, pero lo cierto 
es que la frecuente omisión de las formalida-
des requeridas para practicarlas –orden escrita 
y recibo de la misma– como consecuencia de 
la situación creada por el golpe ocasionaría no 
pocos problemas burocráticos a los legítimos 
propietarios a la hora de intentar hacer valer 
sus derechos.

Como es obvio, cuando estos últimos eran 
identificados como simpatizantes izquierdistas 
no cabe hablar de ejercicio de derecho de re-
quisición alguno, sino de incautaciones de bie-
nes sin otro fundamento que la presunta ideo-
logía de las víctimas. Estas, salvo excepciones, 
no pudieron recuperar jamás la propiedad de lo 
incautado y ni siquiera acreditar la naturaleza de 
los bienes que le fueron sustraídos porque en 
la mayoría de las ocasiones no quedó constan-
cia documental del expolio. Otro tanto ocurrió 
cuando soldados, milicianos o personas reves-
tidas de cualquier clase de autoridad se apro-
vecharon de las circunstancias para perpetrar 
auténticos pillajes y saqueos en las pertenen-
cias de aquellos. Más recientemente, incluso ha 
trascendido a los medios de comunicación una 
realidad que no resulta desconocida en térmi-
nos historiográficos: la de aquellos particulares 
que, a pesar de haber recibido el oportuno res-
guardo, nunca recobraron el dinero entregado 
destinado a nutrir el «fondo de papel moneda 

puesto en circulación por el enemigo», una for-
ma más de incautación utilizada como arma de 
guerra con excelentes resultados para el bando 
franquista. Por tanto, aunque el resultado para 
los damnificados no difiriese sustantivamente, 
lo cierto es que estamos ante realidades muy 
diferentes que no conviene mezclar a la hora 
de su análisis.

No menos interesante es la problemática que 
presentan las multas decretadas por las más di-
versas autoridades impuestas por los rebeldes. 
La amenaza de una sanción gubernativa gozaba 
de una larga tradición en España como mecanis-
mo de intimidación para quienes se situaban en 
el bando contrario a los que ocupaban el poder. 
Los gobernadores civiles, durante la Segunda 
República, podían sancionar con arreglo a la Ley 
de Orden Público de 28 de julio de 1933 con 
hasta diez mil pesetas a quienes realizasen actos 
contrarios al mismo que no alcanzasen la con-
sideración de delito, cantidad que en caso de 
estar declarado el estado de alarma podía llegar 
a las veinte mil. Declarado el estado de guerra, 
un buen número de sanciones siguieron guar-
dando relación con cuestiones concernientes 
al orden público, pero enseguida comenzaron a 
proliferar las impuestas para castigar la militan-
cia o la simple simpatía por cualquiera de las 
formaciones que integraron el Frente Popular e, 
incluso, las que pretendían corregir numerosas 
conductas contrarias al nuevo orden político y 
social que los rebeldes trataban de asentar.7 

Los diversos enfoques sobre la represión económica

La cuestión de la represión económica ha 
sido objeto de examen desde distintas perspec-
tivas. Desde principios de los años ochenta del 
pasado siglo XX, diversos investigadores proce-
dentes del mundo del Derecho se preocuparon 
por profundizar en el estudio de la normativa 
represiva, contribuyendo de forma decisiva a 
desmontar los diferentes intentos de justifica-
ción ideológica protagonizados por el que fue-
ra segundo presidente del Tribunal Nacional de 
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Responsabilidades Políticas (TNRP), Wenceslao 
González Oliveros, y, sobre todo, de Luis Bení-
tez de Lugo, autor de la obra de referencia en 
esta materia.8 Este enfoque jurídico o jurídico-
político, del que, a grandes rasgos, participarían 
especialistas como I. Berdugo, J. Cano, E. Pedraz 
o M. Lanero,9 ha permitido poner de relieve los 
múltiples vicios en los que incurrían diferentes 
normas represivas desde el punto de vista de 
una concepción democrática, y aun liberal, del 
Derecho. Entre ellas, cabría destacar el recurso 
a una jurisdicción especial, su carácter de ex-
cepcionalidad y la ausencia de garantías reales, la 
retroactividad de las disposiciones y las sancio-
nes previstas para comportamientos y acciones 
lícitos en el momento de producirse, la posibi-
lidad de ser condenado en diversas instancias 
por los mismos hechos o la amplitud y vaguedad 
de los supuestos de responsabilidad. Una visión 
que ha sido enriquecida por los diferentes tra-
bajos de M. Álvaro Dueñas en los que tienen ca-
bida desde cuestiones relativas al funcionamien-
to de la normativa de responsabilidades civiles y 
políticas en espacios concretos, a los problemas 
generados por el sistema de intervención de 
créditos, pasando por el perfil político e ideoló-
gico de los presidentes del TNRP.10

Otras, por el contrario, se han adentrado en 
diferentes aspectos de naturaleza económica, 
en particular en lo relativo a sus posibilidades 
recaudadoras y en su utilización para la finan-
ciación de la guerra. Esto explica que buena par-
te de sus principales cultivadores procedan del 
ámbito de la Hacienda Pública y de la Historia 
Económica, desde donde se han realizado valio-
sas aportaciones tendentes a explicar el papel 
jugado por los diferentes recursos extraordina-
rios en ambas zonas para hacer frente al rápido 
incremento del gasto público ocasionado por el 
esfuerzo bélico, así como sobre las medidas de 
política monetaria implementadas en la España 
franquista.11 Un capítulo aparte dentro de estos 
estudios son los trabajos dedicados a cuanti-
ficar y evaluar el papel desempeñado por los 
países del Eje y por algunos financieros e insti-

tuciones particulares de otros Estados demo-
cráticos a la hora de proporcionar recursos al 
bando sublevado, comparándolo además con la 
ayuda exterior recibida por la República.12 Más 
recientemente, parecen abrirse camino nuevas 
investigaciones relacionadas con la indemniza-
ción de los daños causados por la Guerra Ci-
vil.13 En todo caso, quizá lo más interesante de 
las últimas aportaciones de este campo resida 
en la precisión con la que se ha llegado a es-
tudiar la aportación de los recursos tributarios 
y otras fuentes de ingresos extraordinarios en 
contados ámbitos locales14 –sin duda, una de las 
asignaturas pendientes de esta línea de traba-
jo–15 y, sobre todo, la introducción de elemen-
tos de análisis de carácter social y cultural en 
ámbitos como las Suscripciones Patrióticas, las 
resistencias de un sector de la población fren-
te al estampillado de billetes y las incautaciones 
de metales preciosos, las estrategias de comer-
ciantes e industriales frente al intervencionismo 
económico de las autoridades, etc.

En lo que respecta a las aproximaciones de 
corte historiográfico, los puntos de vista resul-
tan más variados. Un primer grupo de mono-
grafías ha abordado la represión económica de 
una forma tangencial o complementaria en el 
marco de investigaciones más amplias sobre la 
violencia política y los procesos de depuración 
implementados por los golpistas en determina-
dos ámbitos, sobre todo de carácter provincial e 
incluso local.16 Algunos de estos trabajos, aunque 
de muy desigual valor y con metodologías no 
siempre homologables, tienen, a mi juicio, como 
principal mérito el de haber sabido poner de ma-
nifiesto que el conjunto de la represión franquis-
ta y sus efectos sobre la sociedad española no 
podían entenderse sino era adoptando un pun-
to de vista amplio que fuese mucho más allá de 
la dimensión física de aquella. Así, a pesar de no 
haber abordado con la exhaustividad necesaria 
un aspecto de la complejidad del que nos ocupa, 
han logrado, en ocasiones, trascender los efec-
tos meramente contables y destacar su utilidad 
para alcanzar la desarticulación del tejido social 
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que había servido de soporte a la experiencia 
republicana y, en consecuencia, su contribución 
decisiva a la hora de garantizar la imposición del 
orden social y político de posguerra.

Un segundo grupo de ensayos enfrentan la 
represión económica de forma monográfi-
ca, aunque sin renunciar a ponerla en relación 
con las sentencias dictadas por los consejos de 
guerra teniendo en cuenta el peso que estas 
representaban en el conjunto de las causas de 
incoación de un expediente de incautación de 
bienes. La mayoría de ellos se han centrado en 
los resultados de la aplicación de la normativa 
de responsabilidades civiles y/o políticas, pero 
tampoco faltan ejemplos de quienes se han de-
cantado por analizar también otras figuras con-
fiscatorias a las que ya hemos tenido ocasión de 
referirnos (incautaciones no regladas, confisca-
ciones, multas, suscripciones patrióticas, etc.).17 
En general, su mayor exhaustividad ha permitido 
abordar cuestiones como la procedencia ideo-
lógica y socioprofesional de los encartados, las 
diferencias en su aplicación con la jurisdicción 
de guerra desde el punto de vista de las res-
pectivas geografías provinciales, su naturaleza 
selectiva o no, los mecanismos de defensa de 
los expedientados, el diferente argumentario y 
motivaciones de los delatores y de los que se 
prestan a informar, etc.

Más recientemente, esta línea de trabajo ha 
experimentado un salto cualitativo como resul-
tado de su integración en ambiciosos proyectos 
de investigación que cubren el territorio de sen-
das Comunidades Autónomas. Así, aunque las la-
gunas documentales no permiten ofrecer balan-
ces igual de exhaustivos de todas las provincias, 
lo cierto es que ya contamos con tres obras de 
referencia para Aragón, Andalucía y Galicia.18 Un 
primer paso en la línea de perfeccionar el toda-
vía fragmentario mapa de la represión económi-
ca en el conjunto del Estado español que debe-
ría tener la necesaria continuidad para permitir 
homologar nuestro grado de conocimiento de 
esta última con el de la represión física.

Abriendo el surco...

Avanzar en el conocimiento de la represión 
económica requiere, sin embargo, algo más que 
completar la radiografía de sus efectos conta-
bles en las diferentes provincias españolas. La 
importancia de toda la documentación genera-
da por la misma para la realización de estudios 
de naturaleza cultural y social ha sido destacada 
por cuantos autores nos hemos implicado en su 
análisis, a pesar de las dificultades que implica 
investigar su impacto real en la España de pos-
guerra. Detrás de cada incautación de bienes, de 
cada multa o de cada requisa hay, sin duda, una 
historia individual y familiar, a veces traumática. 
Pero cuando se analizan en conjunto, esos dra-
mas personales se transforman en pinceladas de 
un retrato colectivo que resulta de gran utilidad 
para profundizar en otros aspectos relaciona-
dos con la consolidación del régimen franquista. 

Uno de los más interesantes tiene que ver 
con el desarrollo de toda la maquinaria buro-
crática asociada a las diferentes exacciones eco-
nómicas. Algunas, como sucedió con las multas 
o las requisas, apenas requirieron otra infraes-
tructura que el reforzamiento y la adaptación a 
las nuevas circunstancias de una parte del en-
tramado institucional existente, en la medida en 
que el peso de las mismas siguió recayendo en 
los organismos militares y gubernativos preexis-
tentes, una vez convenientemente depurados y 
con personal de probada fidelidad a su frente.

En cambio, las suscripciones patrióticas, aun-
que acabaron por estar rígidamente reglamen-
tadas y organizadas manu militari, también requi-
rieron el concurso de entusiastas ciudadanos 
que se prestaron a formar parte de las comisio-
nes encargadas de organizarlas en las diferentes 
poblaciones y de nutrir las legiones de postu-
lantes que recorrían ciudades y villas en busca 
del preciado óbolo. Allí donde se ha prestado 
atención a su composición, se ha destacado no 
solo su papel en la institucionalización del régi-
men, sino el absoluto predominio en las mismas 
de lo que tradicionalmente se venía designan-
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do como las «fuerzas vivas» de cada localidad.19 
Un marcado carácter elitista en la directiva de 
las juntas, compatible, en cualquier caso, con el 
amplio círculo de sectores sociales que, por las 
más diversas razones, incluido su carácter for-
zoso en la práctica, se prestó a contribuir a lo 
que la propaganda de los rebeldes enseguida 
quiso presentar como una «magna empresa pa-
triótica».

En el caso de las incautaciones de bienes de-
rivadas de la aplicación de la normativa de res-
ponsabilidades civiles y políticas, más importan-
te que los nuevos organismos creados para su 
gestión, al cabo siempre escasos de personal en 
relación al número de potenciales responsables, 
fue la implicación en el proceso informante de 
una amplia red instancias y de individuos dis-
puestos a declarar en contra de los encartados. 
A veces se ha querido minimizar el papel de los 
ciudadanos corrientes en el proceso inquisiti-
vo derivado de aquella, destacando el reducido 
porcentaje de expedientes que se iniciaron por 
denuncia de particulares y, con ello, el teórico 
fracaso del régimen a la hora de fomentar la de-
lación. Las cifras de Madrid (3%), Galicia (2,07%), 
Aragón (2%), Almería (0,19%) o Mallorca bien 
parecería que abundan en esa dirección.

En realidad, semejante interpretación impli-
ca minusvalorar el hecho de que un porcentaje 
muy elevado de los expedientes de responsabi-
lidades civiles y políticas se incoaron en toda la 
geografía peninsular a resultas de la remisión a 
las instancias correspondientes de las senten-
cias de consejo de guerra, por lo que habría que 
determinar el porcentaje de causas criminales 
que se iniciaron como resultado de la delación 
de vecinos, particulares anónimos y perjudica-
dos por las acciones anteriores o posteriores al 
golpe de los identificados como defensores de 
la legalidad republicana. Y sobre todo, significaría 
olvidar que dicha normativa no les había atri-
buido un papel protagonista en la fase inicial ni 
pretendía convertirlos en acusadores públicos, 
sino que les reservaba, por un lado, el cometido 
de confidentes y delatores en la sombra de las 

autoridades llamadas a denunciar y, por otro, el 
de testigos e informadores a lo largo de la tra-
mitación del expediente.

A tenor de lo expuesto, creemos que una 
de las vías más prometedoras en el ámbito de 
los estudios sobre la represión económica pasa 
por adoptar una perspectiva de índole social y 
cultural que tenga en cuenta aspectos como el 
papel que pudieron jugar en la consolidación del 
régimen toda esa red de leales servidores que 
intervinieron en la implementación de sus dife-
rentes modalidades, sobre todo en los ámbitos 
municipales y provinciales, que es donde mejor 
se percibe la trabazón de intereses más o me-
nos explícitos o disimulados que podían conver-
ger en ella. No solo porque no resulta difícil in-
tuir que un nada despreciable porcentaje de las 
élites situadas en diferentes cargos y escalones 
del poder local pudieron deber su valimiento o 
su confirmación a la colaboración prestada, sino 
también porque a través del estudio de su pro-
cedencia ideológica y social obtendremos una 
imagen más compleja del conglomerado de apo-
yos de los que se nutrió el régimen franquista.

Pero no solo élites. El estudio de quienes se 
beneficiaron de diferentes formas y en grados 
distintos de la represión económica sigue sien-
do una asignatura pendiente de la historiografía. 
No cabe duda de que el mayor porcentaje de 
lo expoliado repercutió de forma directa en los 
diferentes organismos e instituciones del bando 
rebelde, incluido el propio Ejército. Tampoco de 
que el partido único, sus milicias y organismos 
sindicales se apropiaron de un buen número de 
inmuebles que pertenecían a sindicatos, socieda-
des e incluso particulares de forma más o menos 
irregular y con independencia de que, con el paso 
del tiempo, solo viesen confirmada la propiedad 
o la mera ocupación de una parte de ellos. 

Pero ¿quiénes fueron los que se aprovecha-
ron de las subastas de las pertenencias incau-
tadas a izquierdistas reales y presuntos o de las 
enajenaciones a un precio muy inferior al real 
que sus familiares debían concertar para aten-
der a sus necesidades? ¿Quiénes los que se lu-
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craron como administradores o depositarios de 
los bienes que se les embargaban de forma pre-
ventiva mientras se sustanciaba la tramitación 
de los sumarios? ¿A quién benefició la ruina de 
tantos y tantos establecimientos comerciales e 
industriales como consecuencia de las medidas 
cautelares dictadas por los jueces instructores? 
¿Dónde fueron a parar el dinero y los bienes in-
cautados de los que no quedó registro contable 
alguno? ¿Qué ocurrió con las deudas entre par-
ticulares cuando el acreedor se encontraba en-
tre los identificados como «rojos»? Estas y otras 
muchas preguntas deben ser respondidas si que-
remos llegar a entender la verdadera dimensión 
y el significado del botín de guerra, aunque lo 
cierto es que, dadas las lagunas de las fuentes, la 
inmensa mayoría de los trabajos siguen movién-
dose en el terreno de la especulación.

No menos importante resulta incorporar 
nuevas miradas al análisis de los miles de infor-
mes, denuncias y testimonios que conforman 
los expedientes. A través de ellos es posible sa-
car a la luz una compleja y variada gama de ac-
titudes sociales que van desde la plena identifi-
cación con los postulados de los rebeldes hasta 
la adopción de variadas formas de resistencia de 
baja intensidad, pasando por una amplia mues-
tra de estrategias adaptativas de los diferentes 
sectores sociales situados en ambos lados del 
proceso represivo. También es posible bucear 
en las estrategias de defensa utilizadas por los 
inculpados y sus familiares e incluso deducir lo 
que para tantos debió de significar el peregri-
naje en busca del preciado aval de aquellos que, 
muchas veces, figuraban entre los acusadores o 
entre los llamados a informar.20

Es verdad que no estamos, en absoluto, ante 
una realidad desconocida en aquella España de 
la segunda mitad de los años treinta y cuarenta. 
La búsqueda de la protección y el favor de indi-
viduos influyentes formaban parte de la existen-
cia cotidiana de quienes continuaban moviéndo-
se en el marco de las tradicionales relaciones 
de patronazgo y dependencia. Las relaciones 
personales, sobre todo en los ámbitos rurales, 

seguían marcadas por una profunda asimetría; 
pero a su lado también emergían las redes ho-
rizontales de solidaridad vecinal, que lo mismo 
proporcionaban un mecanismo de defensa entre 
iguales que servían para enfrentar la fuerza de 
los poderosos. La guerra civil y las dinámicas so-
ciopolíticas que la precedieron pusieron a prue-
ba la solidez de unas y otras redes, pero no siem-
pre llegaron a fracturarlas. Por ello nada tiene 
de extraño que, en ocasiones, se hagan visibles a 
través de la documentación en forma de declara-
ciones favorables o de certificaciones de buena 
conducta con las que los encartados buscaban 
obtener una sentencia exculpatoria o, cuando 
menos, disminuir el rigor de las sanciones.

Esta compleja realidad nos descubre la exis-
tencia de un variado e inestable catálogo de ac-
titudes sociales y la emergencia de esas zonas 
grises que cuestionaban la uniformidad de los 
relatos construidos por las autoridades que in-
tervenían en la implementación del proceso re-
presivo. A pesar de que quienes aparecen en los 
expedientes parecieran obligados a desempe-
ñarse en campos dicotómicos, también a través 
de ellos es posible comprobar que las actitudes 
de la población son dinámicas, inconstantes y 
mudables a lo largo del tiempo, y que no siem-
pre es posible discernir con nitidez entre unas 
y otras. Bien es verdad que en la mayoría de los 
casos no resulta sencillo reconstruir las motiva-
ciones últimas que se esconden detrás de estas 
prácticas de solidaridad con los perseguidos, 
pero cualesquiera que hayan sido no dejan de 
suponer una ruptura con los esquemas dicotó-
micos y maniqueos del discurso oficial, y con 
sus pretensiones hegemónicas.

Un discurso que también se ve cuestionado 
por aquellos relatos que se abren camino entre 
el lenguaje burocrático y formalista y entre la 
necesidad de justificar la adhesión a los valores 
de la «Nueva España» por parte de los inculpa-
dos. Los argumentos, las imágenes, las narracio-
nes y las evocaciones que les dan forma ponen 
de manifiesto el descontento, el malestar y la 
repulsa ante la situación creada por la fractura 
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ocasionada por la guerra y por la injusticia de 
que se sienten víctimas. Las diferentes estrate-
gias de supervivencia empleadas para garantizar 
el sustento y la reproducción social de las fami-
lias y la lucha por poner a salvo siquiera una par-
te de su patrimonio, nos descubren a un sector 
de la población que no se resignó a ser un mero 
sujeto pasivo del afán de venganza de quienes 
ganaron la guerra.

Sin duda conviene no olvidar que el lengua-
je de estos documentos se corresponde, en la 
mayoría de los casos, con la reconstrucción que 
hacen de la narrativa de las víctimas directas ter-
ceros anónimos acostumbrados a actuar como 
escribientes delegados y comanditarios de per-
sonas iletradas que buscan obtener para ellas el 
mejor trato posible por parte de los llamados a 
resolver. Y tampoco es aconsejable sublimar en 
exceso esas formas de resistencia de baja inten-
sidad que, por sus mínimos costos, escasas ne-
cesidades organizativas y relativo bajo riesgo de 
represalia por parte de las autoridades, forman 
parte del reducido catálogo de respuestas que 
pudieron esgrimir los vencidos. Pero sin perder 
de vista ambas realidades, es preciso tener muy 
presente que dichos relatos nos transmiten una 
visión de la realidad cotidiana en las aldeas muy 
diferente a la retratada por la propaganda, de-
safiando así las narraciones monocordes de los 
vencedores y sus pretensiones de imponer una 
determinada interpretación de la misma.

Conclusión

El largo camino recorrido por la historiografía 
especializada en la represión económica desde 
los pioneros trabajos de mediados de los años 
ochenta hasta las más recientes investigaciones 
de ámbito autonómico certifica la vitalidad de 
unos estudios caracterizados por la creciente 
incorporación de nuevas temáticas y enfoques 
que van más allá de la mera cuantificación de 
las sanciones para dar paso al análisis de nue-
vas realidades desde una óptica cada vez más 
social y cultural. De este modo, se ha podido 

profundizar en uno de los aspectos esenciales 
de ese microcosmos represivo que se proyec-
taba sobre los aspectos más insignificantes de la 
vida de los hombres y mujeres durante los años 
más duros de la guerra y la posguerra. Y con ello, 
cada vez resulta más evidente que las diferentes 
modalidades represivas deben ser contempla-
das como parte de un vasto programa de acción 
global que fue mucho más allá de una simple 
violencia engendradora de relaciones de poder, 
ya que perseguía asegurar la dominación y el 
sometimiento de los individuos para facilitar la 
asunción, incluso subconsciente, de los nuevos 
códigos y valores inspiradores del nuevo Estado.

Desde esta perspectiva, la represión econó-
mica se convirtió en un elemento central de 
las políticas de exclusión social de la dictadura, 
iniciadas ya desde la fase del golpe de Estado 
cuando los primeros consejos de guerra senta-
ron la tesis de que quienes se habían opuesto al 
pronunciamiento eran los únicos culpables de 
los daños causados por su degeneración en gue-
rra civil. La posterior normativa de responsabi-
lidades civiles y políticas contribuiría a asentar 
todavía más en el imaginario colectivo la idea de 
la responsabilidad general de cuantos se iden-
tificaron, de un modo u otro, con todo lo que 
había representado la Segunda República. Des-
de este punto de vista, cumplió a la perfección 
su cometido dentro del entramado represivo: 
más allá de su utilidad a la hora de proporcio-
nar recursos para los frentes bélicos y para el 
funcionamiento de la retaguardia, acabó por 
convertirse en una valiosa arma de disuasión e 
intimidación que inhibía cualquier muestra de 
desafección. Las diferentes manifestaciones de 
disidencia y el cuestionamiento del discurso ofi-
cial de los vencedores que dejan entrever los 
testimonios de las víctimas, no pueden ocultar 
el éxito de la dictadura a la hora de lograr lo 
esencial de sus objetivos. Si su eficacia fue tan 
notable se debió a que no actuó de forma aisla-
da, sino que se proyectó sobre un cuerpo social 
que ya había padecido los efectos combinados 
de la guerra civil, de la represión física y de los 
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restantes mecanismos de coerción y de control 
social empleados por el régimen.
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